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De la «refundación de la República» a 
una nueva frustración

Al asumir la presidencia el doctor Alfredo 
Palacio ofreció al pueblo refundar la República, 
para lo cual convocaría inmediatamente a una 
asamblea nacional constituyente.

Se había violado tan gravemente el orden 
constitucional y llegado a tal grado de descom-
posición institucional y conflictividad política, 
que el planteamiento efectuado por el flamante 
mandatario se consideraba necesario y viable.

Políticamente la Constituyente era el cauce 
por donde debía canalizarse y discurrir el gran 
torrente de pasiones, de exigencias de cambios, 
expectativas, intereses y posiciones políticas con-
frontadas; y, jurídicamente, la vía para reinstau-
rar el Estado de Derecho.

Además, si se la proponía con oportunidad, 
se habría tramitado fluidamente en el Congreso 
Nacional, entonces arrinconado por la crítica y la 
lucha «forajida».

Sin embargo, el presidente Palacio cambió 
rápidamente de opinión y en menos de una se-
mana abandonó la idea de la Constituyente y 
encomendó al vicepresidente de la República 
que, con la ayuda del Consejo Nacional de Mo-
dernización (CONAM), prepare, buscando la 

concertación nacional, un paquete de reformas 
constitucionales.

Cuando la vicepresidencia terminaba la labor 
encomendada, sorpresivamente el presidente Pa-
lacio optó por otro rumbo y remitió al Congreso 
Nacional un paquete incoherente y nebuloso de 
temas de consulta y, ante la reacción negativa del 
Parlamento, nuevamente cambió de criterio y 
ordenó preparar un proyecto de reformas cons-
titucionales consensuado con el Congreso, con-
tando con la colaboración, en el ministerio de 
Gobierno, de Oswaldo Molestina, militante de 
Izquierda Democrática.

El ministro Molestina logró obtener un con-
senso significativamente mayoritario en torno 
a las reformas constitucionales y cuando se es-
peraba que el Ejecutivo remitiera las propuestas 
políticas, el presidente Palacio una vez más mo-
dificó su opinión, dio las espaldas a la gestión de 
su ministro de Gobierno, dejó esperando al Con-
greso y anunció la convocación a una Asamblea 
Nacional Constituyente contando con el apoyo 
de algunos movimientos sociales.

Al recibir el texto de la consulta, el Tribunal 
Supremo Electoral argumentó que el contenido 
implicaba una reforma constitucional y que su 
trámite debía pasar por el Congreso para la ca-
lificación correspondiente, resolviendo por ende 
declarar su improcedencia.

Palacio decidió entonces enviar un texto de 
consulta al Congreso Nacional para su califica-
ción, proponiendo que el pueblo escoja entre 
una Asamblea Constitucional y una Asamblea 

*	 Catedrático de la Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Polí-
ticas y Sociales de la Universidad de Cuenca, Asesor Jurídico 
del H. Congreso Nacional de la República del Ecuador. Ex 
Vicealcalde de Cuenca.



Conducta política de centro izquierda

59

Asamblea Nacional Constituyente: un acuerdo social por la patria

Nacional Constituyente. Por último, al retornar 
de su viaje a Mar del Plata el presidente declaró 
que aceptará las reformas constitucionales que el 
Congreso logre tramitar y aprobar, pero que no 
cejará en su empeño de realizar la Asamblea Na-
cional Constituyente. 

El final de este cuento que parecía de nunca 
acabar es de dominio público: ni el Congreso Na-
cional tramitó las reformas políticas, ni se llamó a 
consulta popular, ni se dio la Asamblea Constitu-
cional menos aún la Constituyente, terminando 
el presidente, el Congreso y el TSE con un enorme 
desprestigio y repudio popular, que se expresó en 
los resultados del proceso electoral. El voto nulo 
gana en todas las provincias del país en lo que a 
diputados se refiere, Gilmar Gutiérrez llega sor-
presivamente en el tercer lugar en la contienda 
presidencial y Rafael Correa —que enarboló radi-
calmente la tesis de la Constituyente— disputa la 
presidencia de la República y finalmente la gana.

En ese contexto, cobra nuevamente vigencia 
el debate acerca de la viabilidad jurídica y polí-
tica de la Asamblea Nacional Constituyente.

El debate de la reforma política en la 
campaña electoral

Durante la última campaña electoral, que 
culminó con las elecciones del 26 de noviembre 
de 2006, todos los candidatos, sin excepción, se 
pronunciaron por la necesidad de la reforma po-
lítica del Estado, aunque diferían en la forma de 
llevarla a cabo. El candidato Correa ofreció con-
vocar a consulta popular inmediatamente de asu-
mir el poder, ya que considera que el Congreso 
Nacional —constituido por una representación 
política que no corresponde a las aspiraciones 
de cambio del pueblo ecuatoriano, como resul-
tado de un nuevo fraude a la Constitución— no 
llevaría a cabo las reformas políticas que requiere 
el país. Para Cynthia Viteri y Álvaro Noboa, en 
cambio, bastaba con plantear reformas constitu-
cionales en el seno del próximo Parlamento. 

Una contradicción irresuelta
Existe un consenso general en el pueblo ecua-

toriano sobre la necesidad de una reforma polí-
tica centrada fundamentalmente en la urgencia 
de liberar a la justicia ordinaria, a la justicia cons-
titucional, a la justicia electoral y en general a los 
órganos de control del Estado, de la influencia 
de los partidos y movimientos políticos. En ello 
coinciden igualmente —al menos de palabra— 
los líderes políticos, los dirigentes de los partidos, 
los diputados actuales y electos. Resulta contra-
dictorio que hasta el momento no haya sido po-
sible llevar adelante una sola reforma política. 

En ese sentido y a juzgar más bien por las 
actitudes del Partido Social Cristiano (PSC), el 
Partido Renovación Institucional Acción Nacio-
nal (PRIAN) y Sociedad Patriótica (SP), lo único 
que se pretende es continuar con el actual orden 
de cosas, supuestamente en nombre de evitar los 
enfrentamientos y de llegar a una convulsión po-
lítica, sin reparar en que de no encontrarse un 
camino consensuado para la reforma política, 
el país simplemente será ingobernable y, tarde o 
temprano, se hará presente el estallido social pues 
el pueblo no aguanta verse burlado otra vez.

En efecto, lo acontecido el 15 de octubre en lo 
atinente a las elecciones para diputados evidencia 
que la llamada «partidocracia» ha sido sustituida 
por otra de cuño más conservador y retrógrado, 
con una ideología oscurantista, hostil a las pro-
pias ideas liberal-democráticas, revestida de un 
ropaje populista y mesiánico, manipuladora de la 
religión, con prácticas de caridad pública fariseas 
y que esconde un proyecto ultraderechista oligár-
quico y autoritario, dispuesto a renunciar a todo 
concepto de soberanía y desarrollo nacional para 
supeditarse a los intereses económicos monopó-
licos e imperiales.

En definitiva, las expresiones ideológicas y po-
líticas más caducas se han disfrazado para inten-
tar presentarse como alternativas a «la política», 
a «lo político», a «los políticos» y a los partidos 
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llamados tradicionales. Valga recordar a este pro-
pósito que en la segunda vuelta electoral, el can-
didato Noboa apareció rodeado 
precisamente de los dirigentes 
del PSC, del Partido Roldosista 
Ecuatoriano (PRE) y del ex can-
didato a la vicepresidencia de la 
República por SP.

Esta derecha populista y au-
toritaria, liderada por Álvaro 
Noboa, ha lanzado una feroz 
ofensiva contra la propuesta de 
la Asamblea Nacional Consti-
tuyente, porque en esta ocasión 
el poder constituyente expresa 
la necesidad de una transfor-
mación profunda del aparato 
estatal para adecuarlo a las nece-
sidades de un nuevo modelo de 
desarrollo y de democracia. En el pasado, cuando 
les convenía, eran las propias fuerzas oligárquicas 
las protagonistas de las constituyentes. 

El ejercicio del poder constituyente 
El pueblo ecuatoriano ejerció el Poder Consti-

tuyente Originario Fundacional cuando dictó la 
primera Constitución del Estado en 1830 y ha 
ejercido el Poder Constituyente Originario Pos-
fundacional en las Asambleas Nacionales Consti-
tuyentes de 1835, 1843, 1845, 1850, 1861, 1869, 
1878, 1883, 1897, 1906, 1945, 1946, y 1967.

De igual forma, en ejercicio de su soberanía y 
mediante un referéndum (1977) orientado a via-
bilizar el retorno al orden constitucional, el pueblo 
ecuatoriano se pronunció por el «Proyecto de Nueva 
Constitución Política», redactado por la Primera 
Comisión de Reestructuración Jurídica del Estado, 
que presidió el doctor Carlos Cueva Tamariz. 

Por otra parte, el Congreso Nacional, haciendo 
uso de su Poder Constituyente Derivado, realizó 
varias reformas constitucionales (tres paquetes) a 
la Constitución aprobada en el Referéndum de 

1977, que llevaron a la Codificación de la Cons-
titución Política de la República (R.O. Nº 2 del 

13-II-1997), hasta que final-
mente la Asamblea Nacional 
resultante de la Consulta Popu-
lar del 25 de mayo de 1997, au-
todenominada Constituyente, 
expidió la actual Constitución 
Política de la República del 
Ecuador, vigente desde el 11 de 
agosto de 1998.

Todo hace pensar que el po-
der oligárquico se empeña en 
mantener institucionalizada 
la corrupción, en obstaculizar 
una transformación del Estado 
que lo convierta en un poder 
ciudadano y democrático ca-
paz de garantizar un desenvol-

vimiento sano de las relaciones económicas y 
políticas, y consecuentemente una justicia y un 
derecho que imperen en todos los ámbitos del 
Estado y la sociedad, precisamente para dar se-
guridad jurídica, condición fundamental que 
demandan el desarrollo integral del país en ge-
neral y las inversiones nacionales y extranjeras 
en particular.

La Asamblea Constituyente: 
el espacio para generar un proyecto 
nacional consensuado 

El poder constituyente es un poder original 
(que no deriva de otro), fáctico político (la deci-
sión constituyente es un hecho), prejurídico e in-
condicional (el constituyente justifica política e 
históricamente su decisión). Si bien es cierto que 
por estas características puede generar «recelos» 
en torno a posibles confrontaciones, no lo es me-
nos —revisando la historia nacional y teniendo 
presente nuestra idiosincrasia— que puede cons-
tituir un espacio político de encuentros antes que 
de desencuentros.

El poder 
constituyente 

expresa la 
necesidad de una 

transformación 
profunda del 

aparato estatal 
para adecuarlo a 

las necesidades de 
un nuevo modelo 
de desarrollo y de 

democracia.
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La condición es actuar con flexibilidad política, 
con un sentido de patria, para intentar formular 
una Constitución que sea a la vez expresión de un 
nuevo contrato social entre los ecuatorianos y tam-
bién programa y agenda de Estado, estratégicos 
para el desarrollo nacional. Ello supone reconsi-
derar la posibilidad de establecer y conformar una 
Asamblea Nacional Constituyente cuyos objetivos 
hayan sido previamente fijados por el pueblo so-
berano en una consulta popular. No hay que olvi-
dar que el pueblo, fuente de toda autoridad, poder 
y norma, bien puede —más allá de cualquier rigu-
rosidad teórica— limitar el ejercicio incluso de la 
propia Asamblea Nacional Constituyente.

En efecto, nuestra vida republicana nos mues-
tra algunas formas a través de las cuales se han 
establecido las Constituciones: 
en unos casos la presión po-
pular, tras derrocar dictaduras, 
ha instituido una Asamblea 
Constituyente para que dicte la 
Constitución y se retorne al Es-
tado de Derecho; en otros, una 
Convención Nacional de los 
grupos más representativos de la 
sociedad que comparten cuotas 
de poder en un momento dado, 
han expedido una Carta Fun-
damental; en otras oportunida-
des la participación popular en 
el proceso constituyente se ha 
manifestado a través de un re-
feréndum; en algunas circunstancias el pueblo, 
mediante consulta popular, ha autorizado que se 
elija una Asamblea Constitucional con funciones 
exclusivas, para que reforme o expida una nueva 
Constitución, esto es, actuando como poder 
constituyente derivado. Se quiere decir con esto 
que todo es cuestión de definir metas y fijar lími-
tes a lo que se quiera hacer.

En las actuales circunstancias del país, un 
proceso constituyente supone tener una clara 

decisión política de cambio; un procedimiento 
definido, cierto y conducente; metas determina-
das y viables; y, por supuesto, una legitimación 
popular y determinados consensos previos entre 
los diversos sujetos políticos y sociales. Esta es la 
gran demanda de la nación ecuatoriana, luego de 
tanta frustración social y política.

Los grandes ejes de consenso 
En las actuales circunstancias del país, es ne-

cesario buscar los grandes ejes de consenso que 
permitan encontrar un camino coincidente para 
avanzar en la reforma política y crear las mejores 
condiciones de gobernabilidad para el desarrollo 
nacional.

Es posible distinguir entre los consensos para 
la instauración de la Asamblea 
Constituyente y aquellos en torno 
a sus contenidos legislativos.

Respecto de los primeros: 

a) El Congreso Nacional, mien-
tras dure la Asamblea Consti-
tuyente, limitaría su acción a la 
tarea legislativa y fiscalizadora, 
inhibiéndose de tratar reformas 
constitucionales.
b) La Asamblea Nacional Cons-
tituyente limitaría su accionar 
a la expedición de una nueva 
Constitución, sin interferir en 
la tarea legislativa y fiscalizadora 
del Congreso Nacional.

c)	 La Asamblea se constituiría con candidatos 
que no hayan sido electos como diputados 
principales o alternos y que no hayan sido 
descalificados por el Congreso Nacional.

d)	Los candidatos a la Asamblea Nacional podrán 
ser designados por los partidos y movimientos 
sociales tras haber realizado elecciones prima-
rias al interior de sus propias organizaciones. 
Se elegirán candidatos de una lista o entre listas 
y se permitirá la representación proporcional 

El poder oligárquico 
se empeña 

en mantener 
institucionalizada 
la corrupción, en 
obstaculizar una 
transformación 

del Estado que lo 
convierta en un 

poder ciudadano y 
democrático…
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de las minorías. Los candidatos tendrán igua-
les condiciones de publicidad oficial.

e)	 Los movimientos políticos que presentaron 
candidaturas a la presidencia de la Republica 
para las elecciones del 15 de octubre del 2006 
y obtuvieron una votación de por lo menos 
el 5% del padrón electoral, no necesitarán 
recoger nuevamente firmas de respaldo para 
presentar candidaturas a la Asamblea. 

Respecto de los contenidos legislativos de la 
Asamblea Nacional Constituyente, los consensos 
podrían girar en torno a:

Derechos fundamentales

a)	 Conservación del sistema de derechos, garan-
tías y deberes;

b)	constitucionalización del mandato de la Con-
sulta Popular en torno al presupuesto para la 
educación y la salud.

Forma de Estado

a)	 Establecimiento de un Estado con sistema au-
tonómico sobre la base de una regionalización 
del país, que compatibilice la existencia de las 
provincias, cantones y parroquias; constitucio-
nalización de principios para preservar la uni-
dad y la indisolubilidad nacional y de todos 
aquellos sobre los cuales descansa un régimen 
autonómico;

b)	régimen administrativo del Estado con cua-
tro niveles: gobiernos autónomos regionales, 
consejos provinciales, municipios y juntas 
parroquiales. Se eliminan a nivel provincial 
todas las instituciones, órganos y organis-
mos que constituyen desmembramientos del 
Estado central y todas aquellas instituciones 
que compiten con los consejos provinciales y 
municipales, pasando sus recursos materiales, 
económicos y humanos a ser manejados por 
estos entes seccionales.

Organización de la Justicia

a)	 Despartidización de la administración de la 
justicia ordinaria, constitucional, electoral y de 
todos los organismos de control del Estado. 

b)	Unidad jurisdiccional inmediata; fortaleci-
miento de la independencia interna y externa 
de la función judicial; legitimación de la Corte 
Suprema de Justicia; prohibición de que jue-
ces, miembros de los Tribunales Distritales, 
ministros de las Cortes Superiores y de la Su-
prema, y vocales del Consejo Nacional de la 
Judicatura puedan integrar la Federación Na-
cional de Servidores Judiciales.

Relación Ejecutivo-Legislativo

a)	 Restablecimiento del equilibrio entre las fun-
ciones ejecutiva y legislativa. Facultad de ini-
ciativa del Congreso para legislar en materia 
económica y tributaria; ratificación de todos 
los tratados y convenios internacionales que 
de cualquier forma afecten la soberanía nacio-
nal; facultad de censura en juicio político con 
destitución;

b)	facultad disolutoria del Congreso por una sola 
vez; y, facultad revocatoria del mandato, en-
tre otras causas por violación flagrante de la 
Constitución que ponga en riesgo el sistema 
jurídico constitucional del país;

c)	 regular de mejor manera la facultad de obje-
ción (veto) presidencial de las leyes, equili-
brando la relación con el Congreso y evitando 
el abuso del Ejecutivo como colegislador pri-
vilegiado;

d)	flexibilizar el sistema de la reforma constitu-
cional y normar en el sentido de que las re-
formas que impliquen transformaciones en la 
forma de Estado, de gobierno y en las relacio-
nes de las funciones del Estado requerirán de 
consulta popular.
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Representación política

a)	 Revisión de normas de representación popu-
lar, estableciendo reglas electorales democráti-
cas que den cabida a la representación de las 
minorías y que, al mismo tiempo, respeten la 
voluntad de las mayorías; y, prohibición de 

cambio de las reglas electorales de una elec-
ción a otra, para evitar que las reformas expre-
sen intereses partidistas coyunturales;

b)	normas para la refundación ideológica-política 
de los partidos y movimientos políticos, y para 
su democratización interna.




